
Señores: 
HONORABLES MAGISTRADOS  
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA (Reparto) 
E.S.D. 
 
 
Carlos Andres Carrillo Rios, identificado con C.C No. 94.521.364 actuando en 
calidad de Representante Legal de la sociedad AGENCIA DE ADUANAS 
AGECOLDEX S.A. NIVEL 1, identificada con Nit. 800.254.610-5, en mi calidad de 
representante legal, como consta en el Certificado de existencia y representación 
legal expedida por la Cámara de Comercio de Cali, otorgo poder especial a la 
abogada PAOLA ANDREA MEDINA MONTES, identificada con C.C. No. 31.571.738 y 
T.P. No. 121.936 del C.S. de la J., en calidad de Apoderada Especial, para que, en 
nombre de dicha sociedad, interpongan demanda de nulidad y restablecimiento 
del derecho contra los siguientes actos administrativos: 
 

1. Resolución No. 1-03-201-241-640-0-005379 del 24 de Octubre de 2019  
proferida por la División de Gestión de Liquidación de la Dirección Seccional 
de Aduanas de Bogotá, y por medio de la cual se impone a la sociedad 
AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX S.A. NIVEL 1, identificada con NIT. 
800.254.610-5, sanción de multa que asciende a la suma de OCHOCIENTOS 
DIECIOCHO MILLONES SETECIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL PESOS M/CTE 
($818.799.000) por la infracción al numeral 2.6 del artículo 485 del Decreto 
2685 de 1999 (modificado por el artículo 39 del Decreto 1232 de 2001 y 
adicionado por el artículo 6 del Decreto 2883 de 2008), suma esta equivalen 
al veinte por ciento (20%) del mayor valor a pagar determinado en la 
liquidación oficial de revisión, incluida la sanción, y que en consecuencia 
ordena la efectividad proporcional de la Póliza de seguro de cumplimiento 
de disposiciones legales No. 01 DL005814 Certificados No. 01 DL010345 del 25 
de mayo de 2018 y No. 01 DL010362 del 19 de junio de 2018, a favor de la 
Nación – Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, y constituida por la AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX S.A. 
NIVEL 1 con NIT. 800.254.610-5, expedida por la COMPAÑÍA ASEGURADORA 
DE FIANZAS CONFIANZA S.A., con Vigencia: desde el 07/09/2018 hasta el 
07/09/2020, en cuantía de OCHOCIENTOS DIECIOCHO MILLONES 
SETECIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL PESOS M/CTE ($818.799.000), en caso de 
no producirse el pago dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su 
ejecutoria.  
 

2. Resolución No. 001601 del 04 de Marzo del año 2020, proferida por la 
Subdirección de Gestión de Recursos Jurídicos de la Dirección de Gestión 
Jurídica de la U.A.E DIAN, y mediante la cual se resuelve recurso de 
reconsideración, y se confirma la Resolución No. 1-03-201-241-640-0-005379 
del 24 de Octubre de 2019 proferida por la División de Gestión de Liquidación 
de la Dirección Seccional de Aduanas de Bogotá 

 
 
 



La apoderada queda facultada para actuar durante todo el proceso judicial de 
la referencia, interponer recursos, conciliar, recibir, sustituir y reasumir el presente 
poder, así como para realizar actuaciones posteriores que sean consecuencia de 
la sentencia y se cumplan en el mismo expediente, además de las previstas en el 
artículo 77 de la Ley 1564 de 2012. 
 
Sírvanse Honorables Magistrados reconocerle personería adjetiva a la profesional 
arriba indicada, la cual tiene como correo electrónico registrado en el Registro 
Nacional de Abogados: abogadamedinamontes@gmail.com.   
 
Se manifiesta que el presente poder especial se confiere mediante mensaje de 
datos, y no requiere firma manuscrita o digital, bastando solo la antefirma, y se 
presume auténtico, no requiere presentación personal o reconocimiento, y se 
remite desde la dirección de correo electrónico inscrita de parte de mi 
Representada a fin de recibir notificaciones judiciales: 
notificacionesjudiciales@agecoldex.com conforme figura en el registro mercantil.  
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
CARLOS ANDRES CARRILLO RIOS 
C.C No. 94.521.364 
Representante Legal 
 
 
Acepto, 
 
 
 
 
PAOLA ANDREA MEDINA MONTES 
C.C. No. 31.571.738 
T.P No. 121.936 del C.S de la J. 
Apoderada Especial  
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Fecha expedición: 17 de Julio de 2020 10:03:50 AM
CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
Cámara de Comercio de Cali

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a www.ccc.org.co
y digite el respectivo código, para que visualice la imagen generada al momento de su
expedición. La verificación se puede realizar de manera ilimitada, durante 60 días
calendario, contados a partir de la fecha de su expedición

CON FUNDAMENTO EN LA MATRÍCULA E INSCRIPCIONES EFECTUADAS EN EL REGISTRO MERCANTIL, LA
CÁMARA DE COMERCIO CERTIFICA:

Razón social:AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX S.A. NIVEL 1
Nit.:800254610-5
Domicilio principal:Cali

NOMBRE, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO

Matrícula No.: 394797-4
Fecha de matrícula : 17 de Febrero de 1995
Último año renovado:2020
Fecha de renovación:03 de Julio de 2020
Grupo NIIF:Grupo 2

MATRÍCULA

Dirección del domicilio principal: CL 41 NORTE # 4 - 11
Municipio:Cali-Valle
Correo electrónico:ecardenas@agecoldex.com
Teléfono comercial 1:4877777
Teléfono comercial 2:No reportó
Teléfono comercial 3:No reportó

Dirección para notificación judicial:CL 41 NORTE # 4 - 11
Municipio:Cali-Valle
Correo electrónico de notificación:notificacionesjudiciales@agecoldex.com
Teléfono para notificación 1:4877777
Teléfono para notificación 2:No reportó
Teléfono para notificación 3:No reportó

La persona jurídica AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX S.A. NIVEL 1 SI autorizó para recibir
notificaciones personales a través de correo electrónico, de conformidad con lo
establecido en el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo.

UBICACIÓN
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Fecha expedición: 17 de Julio de 2020 10:03:50 AM
CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
Cámara de Comercio de Cali

Por Escritura No. 815 del 14 de febrero de 1995   Notaria Tercera de Cali ,inscrito en
esta Cámara de Comercio el 17 de febrero de 1995 con el No. 1373 del Libro IX ,Se
constituyó   AGECOLDEX Y CIA LTDA SIA

CONSTITUCIÓN

Por Escritura No. 4876 del 17 de diciembre de 2002   Notaria Sexta de CALI ,inscrito en
esta Cámara de Comercio el 17 de enero de 2003 con el No. 310 del Libro IX ,Cambio su
nombre de AGECOLDEX Y CIA LTDA SIA .  Por el de AGECOLDEX S.A. SIA .

REFORMAS ESPECIALES

Por ESCRITURA No. 4876 del 17 de diciembre de 2002   NOTARIA SEXTA de CALI ,inscrito en
esta Cámara de Comercio el 17 de enero de 2003 con el No. 310 del Libro IX ,Se
transformo de SOCIEDAD LIMITADA en SOCIEDAD ANÓNIMA Bajo el nombre de AGECOLDEX S.A.
SIA   .

Por Escritura No. 3777 del 31 de octubre de 2008   Notaria Sexta de CALI ,inscrito en
esta Cámara de Comercio el 10 de noviembre de 2008 con el No. 12626 del Libro IX
,Cambio su nombre de AGECOLDEX S.A. SIA .  Por el de AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX S.A.
NIVEL 1 .

La persona jurídica no se encuentra disuelta y su duración es hasta 14 de Febrero del
año 2070

TERMINO DE DURACIÓN

La sociedad tiene como objeto exclusivo el agenciamiento aduanero, actividad de
naturaleza mercantil y de servicio, orientada a garantizar que los usuarios de comercio
exterior que utilicen sus servicios cumplan con las normas legales existentes en
materia de importación, exportación y transito aduanero y cualquier operación o
procedimiento aduanero inherente a dichas actividades.

OBJETO SOCIAL

                     *CAPITAL AUTORIZADO*
Valor:               $500.000.000
No. de acciones:     500.000
Valor nominal:       $1.000

                     *CAPITAL SUSCRITO*
Valor:               $250.000.000
No. de acciones:     250.000
Valor nominal:       $1.000

                     *CAPITAL PAGADO*
Valor:               $250.000.000

CAPITAL

Página: 2 de 7



Fecha expedición: 17 de Julio de 2020 10:03:50 AM
CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
Cámara de Comercio de Cali

No. De acciones:     250.000
Valor nominal:       $1.000

Gerente: la administración de la sociedad, la gestión de los negocios sociales y la
representación legal de la misma estarán a cargo de un gerente, designado por la junta
directiva para periodos de una (1) ano, reelegible indefinidamente y removible por ella
en cualquier tiempo. Todos los empleados de la sociedad, a excepción del revisor fiscal
y los dependientes de este, si los hubiere, estarán sometidos al gerente en el
desempeño de sus labores, salvo aquellos cuyo nombramiento haya sido reservado a la
junta directiva.

Suplentes: la sociedad tendrá tres (3) suplentes del gerente, pero podra tener más si
asi lo determina la junta directiva. Los suplentes tendrán las mismas funciones que al
gerente le competen, en el orden que determine la junta directiva, según lo señalado en
el artículo 55 de los estatutos, y actuara en reemplazo suyo en las faltas temporales,
asi como tambien en las faltas absolutas mientras la junta directiva provea el cargo.

REPRESENTACIÓN LEGAL

Funciones del gerente: corresponde al gerente de la compañía: a) Administrar la
sociedad. b) convocar a la asamblea general de accionistas y la junta directiva a
reuniones ordinarias y extraordinarias. c) Autorizar con su firma el inventario y los
estados financieros de cada ejercicio anual, junto con un informe escrito sobre la
situación de la sociedad, y todos los documentos públicos o privados que deban
otorgarse en desarrollo de las actividades sociales o en interes de la sociedad. f)
desempeñar las demás funciones que le impongan los estatutos, cumplir las órdenes y
ejercer las facultades que le delegue la asamblea general de accionistas y la junta
directiva.

Funciones de la junta directiva: son funciones de la junta directiva entre otras: b)
Fijar las remuneraciones del gerente y de los suplentes de aquel y autorizar a
cualquiera de los miembros de la junta directiva para suscribir el respectivo contrato
de trabajo con tales funcionarios. c) Fijar el límite del sueldo mensual que el gerente
de la compañía puede pactar en los contratos de trabajo que celebre y variar cuando lo
juzgue conveniente.  2) La adquisición, enajenación, gravamen o limitación de inmuebles
y activos fijos de la compañía y la adquisición de pasivos y la celebración o ejecución
de todo acto o contrato cuya cuantia exceda de trescientos cincuenta (350) salarios
minimos legales mensuales vigentes. 3) La constitución de prendas e hipotecas sobre los
bienes sociales cualquiera que fuere su cuantia. k) establecer sucursales, fabricas,
agencias y oficinas de la compañía en cualquier lugar del territorio colombiano o fuera
del él. l) designar gerentes de las sucursales a que se refiere el literal anterior,
fijar su remuneración e investirlos de los poderes que la misma junta determine.

FACULTADES Y LIMITACIONES DEL REPRESENTANTE LEGAL

Página: 3 de 7
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CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
Cámara de Comercio de Cali

Por Acta No. 033 del 10 de noviembre de 2008, de la Junta Directiva, inscrito en esta
Cámara de Comercio el 01 de diciembre de 2008 No. 13451 del Libro IX, se designó a:

CARGO                       NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
SUBGERENTE               ALVARO  CASTRO HERNANDEZ                  C.C.94417645
SEGUNDO SUPLENTE         EDGAR  CARDENAS RAMIREZ                   C.C.14958071
TERCER SUPLENTE          FRANCISCO JULIAN HOLGUIN FAJARDO          C.C.16791252

NOMBRAMIENTOS

REPRESENTANTES LEGALES

Por Acta No. 97 del 18 de septiembre de 2019, de la Junta Directiva, inscrito en esta
Cámara de Comercio el 24 de septiembre de 2019 No. 16893 del Libro IX, se designó a:

CARGO                       NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
GERENTE GENERAL          CARLOS ANDRES CARRILLO RIOS               C.C.94521364

PRINCIPALES
NOMBRE                                                       IDENTIFICACIÓN
ANDRES  CASTRO ROJAS                                                 C.C.17057325
EDGAR  CARDENAS RAMIREZ                                              C.C.14958071
RODRIGO  ORTIZ RUIZ                                                  C.C.16586726

SUPLENTES
NOMBRE                                                       IDENTIFICACIÓN
WILLIAM  ARCINIEGAS RODRIGUEZ                                        C.C.19325059
FRANCISCO JULIAN HOLGUIN FAJARDO                                     C.C.16791252
WILLIAM  ALOMIA CASTRO                                               C.C.16741976

Por Acta No. 68 del 30 de marzo de 2012, de Asamblea General De Accionistas, inscrito
en esta Cámara de Comercio el 22 de junio de 2012 No. 7572 del Libro IX, Se designó a:

PRINCIPALES
NOMBRE                                                       IDENTIFICACIÓN
ANDRES  CASTRO ROJAS                                                 C.C.17057325
EDGAR  CARDENAS RAMIREZ                                              C.C.14958071
RODRIGO  ORTIZ RUIZ                                                  C.C.16586726

SUPLENTES
NOMBRE                                                       IDENTIFICACIÓN
FRANCISCO JULIAN HOLGUIN FAJARDO                                     C.C.16791252

Por Acta No. 74 del 27 de marzo de 2014, de Asamblea General De Accionistas, inscrito
en esta Cámara de Comercio el 04 de junio de 2014 No. 7670 del Libro IX, Se designó a:

SUPLENTES
NOMBRE                                                       IDENTIFICACIÓN
WILLIAM  ARCINIEGAS RODRIGUEZ                                        C.C.19325059

JUNTA DIRECTIVA
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CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
Cámara de Comercio de Cali

Por Acta No. 76 del 20 de enero de 2016, de Asamblea De Accionistas, inscrito en esta
Cámara de Comercio el 26 de febrero de 2016 No. 2596 del Libro IX, Se designó a:

SUPLENTES
NOMBRE                                                       IDENTIFICACIÓN
WILLIAM  ALOMIA CASTRO                                               C.C.16741976

Por Acta No. 79 del 04 de agosto de 2017, de la Asamblea De Accionistas, inscrito en
esta Cámara de Comercio el 30 de agosto de 2017 No. 13939 del Libro IX, se designó a:

CARGO                       NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
REVISOR FISCAL           FRANCO MURGUEITIO & ASOCIADOS ASESORES Y  Nit.900017281-2
                         REVISORES S.A.S.

REVISORES FISCALES

Por Documento privado del 18 de agosto de 2017, de la Franco Murgueitio & Asociados
Asesores Y Revisores S.A., inscrito en esta Cámara de Comercio el 30 de agosto de 2017
No. 13940 del Libro IX, se designó a:

CARGO                       NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
REVISOR FISCAL PRINCIPAL ERICK RONALD GONZALEZ GUZMAN              C.C.1107059047
REVISOR FISCAL SUPLENTE  ROSS LAWRENC ANDRADE PALACIOS             C.C.1077445889

Los estatutos de la sociedad han sido reformados así:

Documento                                              Inscripción
E.P. 127 del 22/01/1996 de Notaria Tercera de Cali     1021 de 07/02/1996 Libro IX
E.P. 2598 del 02/07/1999 de Notaria Novena de Cali     4933 de 21/07/1999 Libro IX
E.P. 3544 del 11/09/2000 de Notaria Sexta de Cali      6297 de 13/09/2000 Libro IX
E.P. 2110 del 28/06/2002 de Notaria Novena de Cali     13307 de 16/07/2002 Libro IX
E.P. 4876 del 17/12/2002 de Notaria Sexta de Cali      310 de 17/01/2003 Libro IX
E.P. 3777 del 31/10/2008 de Notaria Sexta de Cali      12626 de 10/11/2008 Libro IX
E.P. 1295 del 13/07/2018 de Notaria Septima de Cali    12542 de 25/07/2018 Libro IX

REFORMAS DE ESTATUTOS

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo y la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de registro,
quedan en firme dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de
inscripción, siempre que no sean objeto de recursos. Para estos efectos, se informa que
para la Cámara de Comercio de Cali, los sábados NO son días hábiles.

Una vez interpuestos los recursos, los actos administrativos recurridos quedan en
efecto suspensivo, hasta tanto los mismos sean resueltos, conforme lo prevé el artículo
79 del Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN
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CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
Cámara de Comercio de Cali

A la fecha y hora de expedición de este certifica, NO se encuentra en trámite ningún
recurso.

Actividad principal Código CIIU: 5229

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS - CIIU

A nombre de la persona jurídica figura(n) matriculado(s) en la Cámara de Comercio de
Cali el(los) siguiente(s) establecimiento(s) de comercio/sucursal(es) o agencia(s):

ESTABLECIMIENTOS DE COMERCIO

Nombre:               AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX S.A
Matrícula No.:        394798-2
Fecha de matricula:   17 de febrero de 1995
Ultimo año renovado:  2020
Categoría:            Establecimiento de comercio
Dirección:            CL. 41 N No. 4 N 11
Municipio:            Cali

LA INFORMACIÓN CORRESPONDIENTE A LOS ESTABLECIMIENTOS DE COMERCIO SE ENCUENTRA EN EL
RESPECTIVO CERTIFICADO DE MATRÍCULA MERCANTIL, EL CUAL DEBERÁ SOLICITARSE DE MANERA
INDEPENDIENTE.

De conformidad con lo provisto en el artículo 2.2.1.13.2.1 del Decreto 1074 de 2015 y
la Resolución 2225 de 2019 del DANE el tamaño de la empresa es: GRANDE

Lo anterior de acuerdo a la información reportada por el matriculado o inscrito en el
formulario RUES:

Ingresos por actividad ordinaria $19.230.084.000

Actividad económica por la que percibió mayores ingresos en el período - CIIU:5229

**************************************************************************************

TAMAÑO DE EMPRESA

INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA
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CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL
Cámara de Comercio de Cali

Este certificado refleja la situación jurídica del inscrito hasta la fecha y hora de su
expedición.

Que no figuran otras inscripciones que modifiquen total o parcialmente el presente
certificado.

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, y de la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de
registro aquí certificados quedan en firme diez (10) días hábiles después de la fecha
de inscripción, siempre que no sean objeto de recursos; el sábado no se tiene como día
hábil para este conteo.

En cumplimiento de los requisitos sobre la validez jurídica y probatoria de los
mensajes de datos determinados en la Ley 527 de 1999 y demás normas complementarias, la
firma digital de los certificados generados electrónicamente se encuentra respaldada
por una entidad de certificación digital abierta acreditada por el organismo nacional
de acreditación (onac) y sólo puede ser verificada en ese formato.

Dado en Cali a los 17 DIAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO 2020 HORA: 10:03:50 AM
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CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

 PROCURADURÍA PRIMERA JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 
 

CONSTANCIA No. 115 de 2020 
 
 

Radicación N.° 155-2020 (SIGDEA E-2020-294702) 20 de mayo de 2020. 
 

CONVOCANTE(S): AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX S.A. NIVEL 1. 
 
CONVOCADO(S): U.A.E. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES – DIAN. 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DERECHO. 
 

 

En los términos del artículo 2 de la Ley 640 de 20011, en concordancia con lo dispuesto en el 

numeral 6 del artículo 2.2.4.3.1.1.9. del Decreto 1069 de 2015, la Procuraduría Primera Judicial 

II  para Asuntos Administrativos expide la siguiente: 

 

 

CONSTANCIA: 
 

 

1. Mediante apoderada, la sociedad convocante AGENCIA DE ADUANAS AGECOLDEX 
S.A. NIVEL 1, presentó solicitud de conciliación extrajudicial de manera electrónica el día 

20 de mayo de 2020, convocando a la entidad U.A.E. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y 
ADUANAS NACIONALES – DIAN. 
 

2. Las pretensiones formuladas en la solicitud de conciliación fueron las siguientes:  
 

“L�� a�t�� a�mi�i�trati��� re�pe�t� �e l�� �cale� �e ��li�ita �e �����oce a ����ilia�ió�

extra�c�i�ial ����

1� Re��lc�ió� N�	 
-0�-20
-24
-640-0-005�79 �el 24 �e O�tcure �e 20
9 pr��eri�a p�r la

Di�i�ió� �e Ge�tió� �e Lioci�a�ió� �e la Dire��ió� Se��i��al �e A�ca�a� �e B�
�tá� y p�r

me�i� �e la �cal �e imp��e a la ���ie�a� AG�NCIA D� ADUANAS AG�COLD�X S	A	

NIV�L 
� i�e�ti�i�a�a ��� NIT	 800	254	6
0-5� �a��ió� �e mclta oce a��ie��e a la �cma �e

OCHOCI�NTOS DI�CIOCHO MILLON�S S�T�CI�NTOS NOV�NTA Y NU�V�

MIL P�SOS M/CT� ($8
8	799	000) p�r la i��ra��ió� al �cmeral 2	6 �el art��cl� 485 �el

De�ret� 2685 �e 
999 (m��i�i�a�� p�r el art��cl� �9 �el De�ret� 
2�2 �e 200
 y a�i�i��a��

p�r el art��cl� 6 �el De�ret� 288� �e 2008)� �cma e�ta eoci�ale� al �ei�te p�r �ie�t� (20%)

�el may�r �al�r a pa
ar �etermi�a�� e� la lioci�a�ió� ��i�ial �e re�i�ió�� i��lci�a la �a��ió��

y oce e� ����e�ce��ia �r�e�a la e�e�ti�i�a� pr�p�r�i��al �e la Póli�a �e �e
cr� �e

�cmplimie�t� �e �i�p��i�i��e� le
ale� N�	 0
 DL0058
4 Certi�i�a��� N�	 0
 DL0
0�45 �el

25 �e may� �e 20
8 y N�	 0
 DL0
0�62 �el 
9 �e �c�i� �e 20
8� a �a��r �e la Na�ió� –
U�i�a� A�mi�i�trati�a ��pe�ial Dire��ió� �e Impce�t�� y A�ca�a� Na�i��ale�� y

����titci�a p�r la AG�NCIA D� ADUANAS AG�COLD�X S	A	 NIV�L 
 ��� NIT	

800	254	6
0-5� expe�i�a p�r la COMPA�ÍA AS�GURADORA D� FIANZAS

1 En concordancia con lo establecido en el artículo 19 del Decreto 30 de 2002. 
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3. El día veintinueve (29) de julio de 2020, se realizó audiencia de conciliación de manera no 

presencial previa comunicación y notificación de las partes, de acuerdo con las Resoluciones 

No. 127 de 2020 expedida por el Procurador General de la Nación y la Resolución No. 293 de 

fecha 15 de julio de 2020 que prorrogó la realización de las audiencias no presenciales en lo 

contencioso administrativo, diligencias que, en todo caso, deberán celebrarse dentro de los 

cinco (5) meses siguientes a la fecha de radicación de la solicitud (artículo 2º); y se declaró 

fallida ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo, por no existir ánimo conciliatorio entre las 

partes. 

 

4. De conformidad con lo anteriormente expuesto, se da por agotado el requisito de 

procedibilidad exigido para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de acuerdo 

a lo dispuesto en los  artículos 35 y 37 de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo 

establecido en el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – CPACA. 
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5. En los términos de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo establecido en el Decreto 

1069 de 2015, se devolverán a la parte citante los documentos aportados con la conciliación. 

 

Expedida digitalmente en Bogotá D.C., a los veintinueve (29) días del mes de julio de dos mil 

veinte (2020). 
 
 
 

 
 
 

 
DIANA MARCELA GARCÍA PACHECO 

Procuradora Primera Judicial II para Asuntos Administrativos 
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Doctrina 
Banco de datos: 
Aduanas 

Descriptores: 
Principio de favorabilidad 

Año: 
2001 

Tipo de norma: 
Concepto 

Número de la norma: 
89 

Fecha de emisión: 
28/02/2001 

Nombre documento: 
CONCEPTO 089 DE 2001 FEBRERO 28 

Nota: 
La doctrina incorporada en la presente página, ha de analizarse teniendo en 
cuenta los cambios normativos surgidos con ocasión de las Leyes 788 de 2002 y 
863 de 2003 y sus correspondientes decretos reglamentarios". 

Número de problema: 
1 

317



Problema jurídico: 
ES VIABLE APLICAR EL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD PREVISTO EN LA 
LEGISLACION ADUANERA CUANDO LAS CONDUCTAS CONSIDERADAS 
COMO INFRACCION POR EL ARTICULO 72 DEL DECRETO 1909 DE 1992, EN 
LA NUEVA NORMATIVIDAD ADUANERA DECRETO 2685 DE 1999, NO 
CONSTITUYEN INFRACCION? 

Tesis jurídica: 
SI ES VIABLE EL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD PREVISTO EN LA 
LEGISLACION ADUANERA CUANDO LAS CONDUCTAS CONSIDERADAS 
COMO INFRACCION POR EL ARTICULO 72 DEL DECRETO 1909 DE 1992, EN 
LA NUEVA NORMATIVIDAD ADUANERA, DECRETO 2685 DE 1999, NO 
CONSTITUYEN INFRACCION 

Fuentes formales: 
DECRETO 1909 DE 1992 ART. 72 DECRETO 2685 DE 1999 

Interpretación Legal: 
Como bien lo señaló este despacho en el Concepto General No.148 del 11 de 
agosto de 2000, la aplicación del principio de favorabilidad en materia de 
infracciones administrativas implica "analizar si la conducta investigada aparece 
tipificada como infracción en el Decreto 2685 de 1999 y si la sanción aplicable es 
imputable, conforme al texto del Decreto 2685 de 1999 al sujeto investigado. De 
tal forma, que cuando no exista adecuación perfecta se procederá al archivo de la 
investigación". Además el tenor literal de la norma es claro, al señalar que si se 
expide una norma que favorece al interesado, la autoridad aduanera deberá 
aplicarla obligatoriamente, siempre y cuando se cumpla el requisito previsto en la 
norma, esto es, que la norma más favorable sea anterior a la expedición del acto 
administrativo que decida de fondo el proceso administrativo. Ahora bien en 
cuanto a la aplicación obligatoria de dicho principio por parte de las autoridades 
aduaneras, incluso así no sea invocada por el interesado, tampoco amerita 
pronunciamiento doctrinal pues el mandato legal es expreso al disponer que si 
aplicación es forzosa de manera oficiosa por los funcionarios y su no aplicación 
constituye la comisión de una presunta falta disciplinaria. 
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Doctrina 
Banco de datos: 
Aduanas 

Descriptores: 
Principio de favorabilidad 

Año: 
2002 

Tipo de norma: 
Concepto 

Número de la norma: 
121 

Fecha de emisión: 
08/10/2002 

Nombre documento: 
CONCEPTO 121 DE 2002 OCTUBRE 8 

Nota: 
La doctrina incorporada en la presente página, ha de analizarse teniendo en 
cuenta los cambios normativos surgidos con ocasión de las Leyes 788 de 2002 y 
863 de 2003 y sus correspondientes decretos reglamentarios". 

Número de problema: 
3 

Problema jurídico: 
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¿ES VIABLE INVOCAR EL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD AL INTERPONER 
EL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN CONTRA UNA RESOLUCIÓN DE 
DECOMISO EXPEDIDA EN VIGENCIA DEL DECRETO 1909 DE 1992? 

Tesis jurídica: 
SÍ ES VIABLE INVOCAR EL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD AL INTERPONER 
EL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN CONTRA UNA RESOLUCIÓN DE 
DECOMISO EXPEDIDA EN VIGENCIA DEL DECRETO 1909 DE 1992, PERO 
SIEMPRE Y CUANDO LA NORMA QUE SE INVOCA COMO MÁS FAVORABLE 
SE HAYA EXPEDIDO ANTES DE QUE LA DIVISIÓN DE LIQUIDACIÓN HAYA 
EMITIDO EL ACTO ADMINISTRATIVO QUE DECIDE DE FONDO. 

Fuentes formales: 
CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ART 62 DECRETO 2685 DE 1999 
ART. 520 

Interpretación Legal: 
Este Despacho, a través del Concepto N° 217 del 27 de octubre de 2000, precisó 
que de conformidad con el artículo 520 del Decreto 2685 de 1999 la aplicación del 
principio de favorabilidad, esta condicionado a que la autoridad aduanera no haya 
decidido de fondo el proceso administrativo. Revisada la norma citada, el concepto 
y los argumentos que se han planteado para solicitar su revocación este 
Despacho encuentra que la norma en comento prevé como condición para que se 
de aplicación al principio de favorabilidad, el que la norma que se va a invocar 
como más favorable se haya proferido antes de que la autoridad aduanera emita 
el acto administrativo que decide de fondo. El concepto 217 de 2000 consideró 
oportuno establecer de manera clara que se entiende por decisión de fondo 
precisando al respecto lo siguiente: "... Al respecto encontramos que el Código 
Contencioso Administrativo en el Título III al referirse a la conclusión de los 
procedimientos administrativos en el artículo 62, de la firmeza de los actos 
administrativos, señala: Los actos administrativos quedarán en firme: 1. Cuando 
contra ellos no proceda ningún recurso 2. Cuando los recursos interpuestos se 
hayan decidido 3. Cuando no se interpongan recursos, o cuando se renuncie 
expresamente a ellos. 4. Cuando haya lugar a la perención, o cuando se acepten 
los desistimientos. A la luz de la disposición transcrita, para el caso en análisis 
resulta evidente que mientras la autoridad aduanera no falle el recurso de 
reconsideración, mal puede predicarse la existencia de una decisión de fondo del 
proceso administrativo, pues dicho acto aún es objeto de controversia 
administrativa. Así las cosas lo que debe entenderse por decisión de fondo es la 
existencia de un acto administrativo en firme, lo cual tiene ocurrencia en los 
eventos antes señalados. Aun cuando por una parte el Concepto acierta en 
precisar cuando un Acto Administrativo adquiere firmeza, desacierta cuando 
predica que un acto administrativo es de fondo únicamente cuando adquiere dicha 
connotación. Lo anterior por cuanto si se hace un análisis sistemático de las 
normas que regulan el procedimiento administrativo que decide la sanción, la 
liquidación oficial o la definición de la situación jurídica de la mercancía 
aprehendida, el silencio administrativo positivo, la norma que define los actos 
administrativos que deciden de fondo y las sentencias citadas en el problema 
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jurídico No. 1 que diferencian la existencia del acto con la eficacia del mismo, este 
Despacho infiere que el legislador al referirse al acto administrativo que decide de 
fondo quiso referirse exclusivamente al acto proferido por la División de 
Liquidación y no al proferido por la División Jurídica, toda vez que si bien los dos 
pueden contener decisiones de voluntad de la administración que crean, modifican 
o extinguen una situación jurídica particular y concreta, lo que interesa es que la 
actuación administrativa y por ende el acto que profiera la División de Liquidación 
se realice y expida dentro de los doce (12) meses siguientes al inicio de la 
actuación, pero sin perjuicio del plazo de treinta (30) días otorgado a dicha 
dependencia. De tal manera que la autoridad encargada de definir el recurso en 
una actuación independiente dado que se pasa de la vía administrativa a la vía 
gubernativa, se encarga de estudiar la legalidad del acto administrativo de fondo 
proferido por la División de Liquidación que aún cuando no se encuentra en firme, 
existe y es totalmente válido, al punto de que está prevista su revisión de legalidad 
por la División Jurídica de la Administración competente que esté adelantado el 
caso. Así las cosas y dado que lo que se busca con la favorabilidad es que se 
aplique en aquellos casos en que la norma se haya proferido antes de que la 
División de Liquidación profiera la Decisión de fondo, la División Jurídica podrá 
declarar dicha favorabilidad solo en el evento en que la División de Liquidación no 
se haya percatado de la expedición de la norma favorable, sin que sea procedente 
decretarla cuando la norma que se considera favorable sea posterior a la fecha de 
expedición del acto proferido por la División de Liquidación. En este sentido se 
aclara el Concepto N° 217 del 27 de octubre de 2000. 

 

 

Doctrina 
Banco de datos: 
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Aduanas 

Descriptores: 
Principio de favorabilidad, Vigencia 

Año: 
2012 

Tipo de norma: 
Oficio 

Número de la norma: 
004525 

Fecha de emisión: 
25/01/2012 

Nombre documento: 
OFICIO 004525 DE 2012 ENERO 25 

Nota: 
La doctrina incorporada en la presente página, ha de analizarse teniendo en 
cuenta los cambios normativos surgidos con ocasión de las Leyes 788 de 2002 y 
863 de 2003 y sus correspondientes decretos reglamentarios". 

Número de problema: 
1 

Problema jurídico: 

Tesis jurídica: 

Fuentes formales: 
CONSTITUCION POLITICA ARTICULO 29 CODIGO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO ARTICULO 175 

Interpretación Legal: 
De conformidad con el artículo 20 del Decreto 4048 de 2008 y la Orden 
Administrativa 000006 de 2009, este despacho esta facultado para absolver en 
sentido general, las consultas escritas que se formulen sobre la interpretación y 
aplicación de las normas tributarias, aduaneras o de comercio exterior y control 
cambiario en lo de competencia de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales. Consulta sobre la vigencia del pronunciamiento doctrinal contenido en 
el Oficio 081639 de 2009 a la luz de los fallos existentes sobre el tema, en 
especial lo manifestado por el Consejo de Estado en la Sentencia 15392 del 03 de 
diciembre de 2009. Sobre el particular, me permito hacer las siguientes 
consideraciones: La Dirección de Gestión Jurídica mediante el pronunciamiento 
doctrinal respecto del cual solicita se efectúe el análisis de vigencia determinó con 
base en la Sentencia C-922 de 2001 "que es indiscutible la aplicación del principio 
de favorabilidad en materia cambiaria". Mediante el mencionado fallo, la Alta 
Corporación al realizar el estudio de constitucionalidad del artículo 2 del Decreto 
1074 de 1999 "Por el cual se establece el régimen sancionatorio aplicable a 
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infracciones cambiarias en las materias de competencia de la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN", fijó los parámetros sobre los cuales 
debe entenderse se aplica el principio de favorabilidad en materia sancionatoria 
cambiaria. En relación, con la aplicación de la norma más favorable o permisiva es 
claro que se trata de una manifestación del derecho al debido proceso y que se 
encuentra consagrada en nuestra Constitución Política. En efecto, el inciso 3 del 
artículo 29 de la Constitución Política, establece: “En materia penal, la ley 
permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable.” Ahora bien, respecto a este principio como 
manifestación del derecho al debido proceso, la Corte Constitucional en Sentencia 
C-214 de 1994, manifestó: “Es evidente el marcado acento del artículo 29 en la 
regulación del ámbito y desarrollo del proceso penal, al establecer las garantías 
del sindicado, como se descubre de la preceptiva de los incisos 2, 3, y 4, lo cual es 
explicable, pues es dentro del ámbito de aquel donde esencialmente se cuestiona 
el derecho fundamental más caro a la condición humana, después del de la vida, 
como es el derecho a la libertad, de suyo vulnerable y necesitado de la protección 
del Estado. No obstante lo expresado, por voluntad de la referida norma, los 
principios que informan el derecho al "debido proceso" son aplicables a la esfera 
de las actuaciones y decisiones administrativas, adaptándolos a la naturaleza 
jurídica propia de éstas, lo cual se inspira en los postulados políticos que animan 
la democracia moderna, en cuanto buscan ampliar la comprensión de los 
derechos fundamentales y asegurar su respeto e inviolabilidad.”.(negrillas fuera de 
texto). Adicionalmente, en el mencionado pronunciamiento la Alta Corporación, 
precisó: “La potestad sancionadora reconocida a la administración asume dos 
modalidades: la disciplinaria (frente a los funcionarios que violan los deberes y 
prohibiciones) y la correccional (por las infracciones de los particulares a las 
obligaciones o restricciones en materia de higiene, tránsito, financiera, fiscal, etc.). 
La naturaleza jurídica de dicha potestad es indudablemente administrativa, y 
naturalmente difiere de la que le asigna la ley al juez para imponer la pena, con 
motivo de un ilícito penal. … La potestad punitiva del Estado, como se vio antes, 
engloba el conjunto de competencias asignadas a los diferentes órganos para 
imponer sanciones de variada naturaleza jurídica. Por ello, la actuación 
administrativa requerida para la aplicación de sanciones, en ejercicio de la 
potestad sancionadora de la administración - correctiva y disciplinaria - está 
subordinada a las reglas del debido proceso que deben observarse en la 
aplicación de sanciones por la comisión de ilícitos penales. (negrillas fuera de 
texto) Por su parte, la Honorable Corte Constitucional al efectuar el estudio de 
constitucionalidad de los Decretos 1746 de 1991 y 1092 de 1996 mediante las 
Sentencias C-599 del 10-12-92, M.P. Fabio Morón Díaz y Sentencia C-010 del 23-
01-03, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, señaló que el hecho que la 
responsabilidad por la comisión de infracciones cambiarias sea objetiva no 
significa que desconozca las garantías propias del debido proceso como son la 
favorabilidad, non bis in idem, controversia probatoria, preexistencia normativa de 
la conducta, entre otras. En ese orden de ideas, es claro que de conformidad con 
la jurisprudencia constitucional, todas las manifestaciones propias del derecho al 
debido proceso resultan aplicables no solamente al derecho penal sino que su 
aplicación se extiende a toda manifestación del derecho punitivo lo que incluye el 
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régimen sancionatorio cambiario. En cuanto, a la posición del Consejo de Estado 
frente a la aplicación del principio de favorabilidad en materia sancionatoria 
administrativa, si bien existen varios pronunciamientos en los cuales se reitera que 
la norma mas favorable solamente se aplica en materia penal, existen fallos en los 
que ha aceptado la aplicación de este principio tratándose de sanciones de tipo 
administrativo. En efecto, el máximo órgano de lo Contencioso Administrativo en la 
Sentencia 15392 del 03-12-09, C.P. Héctor Romero Díaz, tomando como 
fundamento lo expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-922 de 
2001, acepta la aplicación de la norma mas favorable en los casos de 
imposiciones de sanciones administrativas. Señaló el Consejo de Estado en el 
mencionado pronunciamiento: “No obstante, en este caso debe aceptarse la 
aplicación del principio de favorabilidad, como expresión de una mínima garantía 
del debido proceso a que tiene derecho cualquier persona y que por mandato 
constitucional se aplica a toda clase de actuaciones administrativas y judiciales 
(artículo 29) de la Constitución Política.”. Adicionalmente, el Consejo de Estado al 
referirse al régimen cambiario en la Sentencia 16371 del 26-10-09, C.P. Hugo 
Fernando Bastidas Barcenas, manifestó: “La circunstancia de que las sanciones 
impuestas a los infractores del régimen cambiario excluyan la prueba de factores 
subjetivos propios de las conductas delictivas, como son el dolo y la culpa, no 
significa el desconocimiento del debido proceso, pues la imposición de las 
condignas sanciones no se hace de plano y sin procedimiento alguno sino previo 
el agotamiento de un debido proceso en el que la administración le debe 
demostrar al investigado la comisión de una infracción al estatuto de cambios, que 
de ser cierta conlleva la formulación de cargos al posible infractor con el fin de que 
una vez notificado de ella exponga las razones de su defensa. Además, en la 
aplicación de tales sanciones se deben respetar otros principios generales propios 
del derecho penal, como por ejemplo el principio de la legalidad nullum crimen 
sine lege, nulla poena sino lege; o el principio de la favorabilidad, según el cual la 
ley posterior se aplica de preferencia a la ley anterior cuando es favorable al 
inculpado.”. (negrillas fuera de texto). Ahora bien, habiendo precisado cual es la 
posición de los máximos órganos de la Jurisdicción Constitucional y la Jurisdicción 
Contenciosa frente a la aplicación del principio de favorabilidad a las sanciones 
administrativas, es importante referirnos a los efectos de los fallos proferidos por la 
Honorable Corte Constitucional. Frente a este tema, la Alta Corporación al 
determinar que la expresión “obligatorio” contenida en el artículo 23 del Decreto 
2067 de 1991 es inexequible, en la Sentencia C-131 del 01 de abril de 1993, M.P. 
Alejandro Martínez Caballero, precisó: “En efecto, la parte motiva de una 
sentencia de constitucionalidad tiene en principio el valor que la Constitución le 
asigna a la doctrina en el inciso segundo del artículo 230: criterio auxiliar -no 
obligatorio-, esto es, ella se considera obiter dicta. Distinta suerte corren los 
fundamentos contenidos en las sentencias de la Corte Constitucional que guarden 
relación directa con la parte resolutiva, así como los que la Corporación misma 
indique, pues tales argumentos, en la medida en que tengan un nexo causal con la 
parte resolutiva, son también obligatorios y, en esas condiciones, deben ser 
observados por las autoridades y corrigen la jurisprudencia. (negrillas fuera de 
texto) … Son pues dos los fundamentos de la cosa juzgada implícita: primero, el 
artículo 241 de la Carta le ordena a la Corte Constitucional velar por la guarda y 

324



supremacía de la Constitución, que es norma normarum, de conformidad con el 
artículo 4° idem. En ejercicio de tal función, la Corte expide fallos con fuerza de 
cosa juzgada constitucional, al tenor del artículo 243 superior. Segundo, dichos 
fallos son erga omnes, según se desprende del propio artículo 243 constitucional. 
Considerar lo contrario, esto es, que únicamente la parte resolutiva tiene fuerza de 
cosa juzgada, sería desconocer que, admitiendo una norma diferentes lecturas, el 
intérprete se acoja a lo dispositivo de una sentencia de la Corte Constitucional e 
ignore el sentido que la Corporación -guardiana de la integridad y supremacía de 
la Carta-, le ha conferido a dicha norma para encontrarla conforme o inconforme 
con la Constitución. Ello de paso atentaría contra la seguridad jurídica dentro de 
un ordenamiento normativo jerárquico, como claramente lo es el colombiano por 
disposición del artículo 4° superior. Así las cosas, y específicamente 
remitiéndonos a la Sentencia C-922 de 2001 mediante la cual la Corte 
Constitucional determinó que es procedente la aplicación de la norma más 
favorable en materia sancionatoria cambiaria, es evidente que entre la parte 
resolutiva del pronunciamiento y la parte motiva existe una relación directa, que no 
permite que la decisión pueda entenderse sin la alusión a los conceptos expuestos 
en la parte motiva. En consecuencia, tales conceptos son también obligatorios y 
hacen tránsito a cosa juzgada implícita como lo manifestó la Alta Corporación en 
la Sentencia C-131 del 01 de abril de 1993, M.P. Alejandro Martínez Caballero, por 
lo que deben ser observados por las autoridades y corrigen la jurisprudencia. Por 
último, es importante recalcar que de conformidad con el artículo 175 del Código 
Contencioso Administrativo las sentencias proferidas en procesos de 
restablecimiento del derecho, tienen efectos interpartes. En ese orden de ideas, lo 
manifestado por la Dirección de Gestión Jurídica en el Oficio 081639 de 2009 tiene 
plena vigencia y se encuentra ajustado a derecho, motivo por el cual se reitera lo 
allí expuesto, aclarando que el principio de favorabilidad se aplica en materia 
sancionatoria, por lo que el régimen sancionatorio mas favorable al infractor, es el 
que resulta aplicable. 
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Descriptores  Revocatoria Directa 
 
Fuentes formales Artículos 567 y 738 del Estatuto Tributario; 

Parágrafo 2° del artículo 40 del Decreto 4048 de 2008; 
Oficio 62922 del 4 de agosto de 2009 
Artículos 93 - 97 de la Ley 1437 de 2011 
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de noviembre de 2008. 

 
Cordial saludo Sr. Murgueitio: 
 

De conformidad con el artículo 20 del Decreto 4048 de 2008 es función de ésta Subdirección absolver 

las consultas escritas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de las normas tributarias 

de carácter nacional, aduaneras y cambiarias en lo de competencia de la Entidad. 

 

En el radicado de la referencia, se realiza el siguiente interrogante: 

 

¿Es fiscalización la competente para restituir términos de un acto administrativo cuya actuación se 

inició en fiscalización, pasó a la liquidadora y se encuentra ejecutoriado en la actualidad? ¿En caso 

negativo quien sería el competente, se puede restituir términos a un acto ejecutoriado a petición del 

interesado sin que se pronuncie la jurídica? 

 

Al respecto, el artículo 567 del Estatuto Tributario, señala: 

 

"ARTICULO 567. CORRECCIÓN DE ACTUACIONES ENVIADAS A ERECCIÓN ERRADA. 

 

Cuando la liquidación de impuestos se hubiere enviado a una dirección distinta de la registrada o 

de la posteriormente informada por el contribuyente habrá lugar a corregir el error en cualquier 

tiempo enviándola a la dirección correcta. 

 

En este último caso, los términos legales sólo comenzarán a correr a partir de la notificación hecha 

en debida forma. 

 

La misma regla se aplicará en lo relativo al envío de citaciones, requerimientos y otros 

comunicados". 

 

En relación con lo anterior, resulta oportuno advertir que para que un acto administrativo de carácter 

definitivo se predique ejecutoriado, este acto final debió haber sido notificado en debida forma, ya 

que carecería de fuerza jurídica para producir efectos frente a terceros. Debe recordarse que los actos 

tienen carácter ejecutorio cuando se encuentran en firme, tal como se dispone en el OPACA en sus 

artículos 87 y 89: 

 

"ARTÍCULO 87. FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos 

quedarán en firme: 

 

1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de su notificación, 

comunicación o publicación según el caso. 

2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión sobre los 

recursos interpuestos. 

3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, si estos no 

fueron interpuestos, o se hubiere renunciado expresamente a ellos. 

4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento de los recursos. 
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5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para el silencio 

administrativo positivo". 

 

"ARTICULO 89. CARÁCTER EJECUTORIO DE LOS ACTOS EXPEDIDOS POR LAS 

AUTORIDADES. Salvo disposición legal en contrario, los actos en firme serán suficientes para que 

las autoridades, por sí mismas, puedan ejecutarlos de inmediato. En consecuencia, su ejecución 

material procederá sin mediación de otra autoridad. Para tal efecto podrá requerirse, si fuere 

necesario, el apoyo o la colaboración de la Policía Nacional". 

 

No obstante si en el caso hipotético estamos frente a una indebida notificación de un acto de trámite 

o preparatorio sería desacertado concluir que el acto se encuentra en firme, porque en dicha 

circunstancia todavía no existe un acto definitivo; es decir, hay actos de trámite cuando no se ha 

agotado el procedimiento administrativo. 

 

Estos dos eventos distintos fueron explicados en el oficio 004056 de febrero de 2015, por lo cual se 

insiste en la lectura integral de dicho documento. Allí se explicó que cuando se encuentra 

irregularidades dentro del procedimiento administrativo deben presentarse ante quien expidió dichas 

actuaciones, si dicho funcionario aún tiene el proceso en su poder y conserva la competencia; o ante 

el funcionario que es competente en la etapa respectiva. 

 

Se insiste, si ya se agotó el procedimiento, si es viable la presentación de revocatoria del acto definitivo 

ante el funcionario que lo expidió o el superior, caso en el cual deben revisarse el cumplimiento de los 

requisitos para dicha actuación. 

 

Ahora bien, respecto a la competencia legal para fallar las solicitudes de revocatoria directa de actos 

definitivos, que se presentan ante la administración tributaria, el artículo 738 del Estatuto Tributario, 

señala: 

 

(...) 

 

ARTICULO 738. COMPETENCIA. Radica en el Administrador de Impuestos Nacionales 

respectivo, o su delegado, la competencia para fallar las solicitudes de revocatoria directa. 

(…) 

A su turno, el parágrafo 2° del artículo 40 del Decreto 4048 de 2008, señala: 

(…) 

 

PARÁGRAFO 2º. Las reglas de competencia definidas en los numerales 1, 2 y 3 del presente 

artículo aplican igualmente para la revocatoria directa contra los actos de determinación de 

impuestos y que imponen sanciones. 

 

(...) Subrayado y negrilla fuera del texto. 

 

Sobre el particular, este despacho se pronunció en Oficio 62922 del 4 de agosto de 2009, el cual 

se evoca el acápite correspondiente para su conocimiento: 

 

En primer lugar, la competencia para resolver las solicitudes de revocatoria directa en materia 

tributaría está prevista en el artículo 738 del Estatuto Tributario que dispone. "Radica en el 

Administrador de Impuestos Nacionales respectivo, o su delegado, la competencia para fallar 

las solicitudes de revocatoria directa". Es claro que conforme con la nueva estructura de la 

entidad consagrada en el Decreto 4048 de 2008, la alusión al Administrador de Impuestos debe 

entenderse hoy referida al Director Seccional. 
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Lo precedente es consonante con la previsión contenida en el numeral 5 del artículo 2 de la 

Resolución 0009 del 04 de Noviembre de 2008 del Director General de la DIAN, conforme con 

la cual, es función de la División de Gestión Jurídica de la respectiva Dirección Seccional: 

"Proyectar los actos administrativos que resuelvan las solicitudes de revocatoria que conforme 

a las reglas definidas en el artículo 40 del Decreto 4048 del 22 de octubre de 2008, sean de 

competencia del Director Seccional respectivo". 

 

Sin embargo, esta competencia general tiene excepciones cuando los actos administrativos 

objeto de la solicitud de revocatoria directa se refieran exclusivamente a determinación de 

impuestos o imposición de sanciones. 

 

Lo anterior se colige de la revisión sistemática de los artículos 738 del Estatuto Tributario y 40 

del Decreto 4048 de 2008, pues este último, distribuye de manera precisa la competencia para 

decidir, tanto los recursos de reconsideración como la revocatoria directa, interpuestos contra 

actos administrativos de determinación de impuestos o imposición de sanciones. 

 

En consecuencia, en materia tributaria cuando la solicitud de revocatoria directa se refiera de 

manera exclusiva a actos administrativos de determinación de impuestos o imposición de 

sanciones, la competencia para su decisión se determinará conforme con los parámetros 

establecidos por el artículo 40 del Decreto 4048 de 2008, el cual, desarrolla lo previsto por el 

artículo 560 del Estatuto Tributario. 

 

Para los demás actos administrativos de carácter tributario la competencia para decidir las 

solicitudes de revocatoria directa está en cabeza del Director Seccional respectivo o su delegado 

conforme con el procedimiento previsto para la delegación. 

 

(...) Subrayado y negrilla fuera del texto. 

 

Hechas las observaciones anteriores, se concluye que para resolver revocatoria directa de un acto 

definitivo a solicitud del interesado en una Seccional, en primer lugar, debe revisarse su procedencia 

y competencia; si es competencia de este nivel el proyecto corresponde la oficina de Gestión Jurídica 

de la Seccional respectiva para la posterior firma del Director Seccional, por expresas facultades 

legales. Asimismo, y en general, si se pretende la revocatoria directa de oficio, en este caso, 

correspondería al funcionario que inicialmente expidió el acto o a su superior jerárquico según sea la 

situación, en cumplimiento de los artículos 93 y siguientes del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-Ley 1437 de 2011-, siempre que sea procedente y 

oportuno de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos contenidos en la ley. 

 

Atentamente, 

 

 

JUAN MANUEL MORENO RODRIGUEZ 

 Subdirector de Gestión Normativa y Doctrina (A) 

 

Anexo: Oficio 62922 de agosto 4 del 2009 en un (1) folio. 

 

P:Hsc R:jmmr 
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